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“2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del pueblo.” 

 
San Pedro Garza García, Nuevo León a veintiuno de 

septiembre del año dos mil veintitrés.- Vistos para resolver los autos del 

juicio de nulidad No. 7454/22-06-01-9, promovido por la C. ****** ***** 

******** ****** *** ** ****** ******** en contra de actos de la Administración 

Desconcentrada de Recaudación  de Nuevo León “”2”, y estando 

debidamente integrada la Primera Sala Regional del Noreste, ante la 

presencia del secretario de acuerdos, se procede con fundamento en lo 

dispuesto por los artículos 49 y 50 de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo a dictar la presente SENTENCIA DEFINITIVA; 

y; 

 

R E S U L T A N D O: 

 

1.- Mediante escrito presentado en la Oficialía de Partes Común 

de las Salas Regionales del Noreste de este tribual el 08 de diciembre de 

2022, compareció la actora a demandar la nulidad de las gestiones de 

cobro efectuadas por la autoridad recaudadora en relación al crédito fiscal 

determinado en cantidad de $63,467.44 en la resolución con número de 

control 1836861106909L, de 11 de octubre de 2012, emitida por la 

entonces Administración Local de Servicios al Contribuyente de 

Guadalupe, señalando que el crédito fiscal respectiva está prescrito 

(además, también señaló como acto  impugnado tal resolución 

determinante). 

 

2.- Mediante auto de fecha 13 de enero de 2023, se desechó la 

demanda por extemporánea por lo que se refiere a la resolución 

determinante, y se admitió a trámite la demanda por lo que se refiere a la 
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solicitud de prescripción del crédito, ordenándose el emplazamiento 

correspondiente a la autoridad demandada, y, además, se tuvieron por 

ofrecidas las pruebas señaladas en el escrito de demanda. 

 

3.- Por oficio 600-42-2023-1849, recibido el día 13 de marzo de 

2023, la Administración Desconcentrada Jurídica de Nuevo León “2” 

contestó la demanda, planteando una causal de improcedencia y 

sobreseimiento y sosteniendo la legalidad de sus actuaciones; situación 

que se acordó de conformidad en auto de 21 de marzo de 2023, 

admitiendo dicha contestación y las pruebas ofrecidas y concediéndose a 

la actora el plazo de ley para que ampliara la demanda. 

 

4.- Mediante acuerdo de 05 de junio de 2023, se tuvo por 

ampliada la demanda presentada el día 24 de mayo anterior, por lo que se 

ordenó emplazar a la enjuiciada para que la contestará en el plazo 

respectivo. 

 

5.- Por oficio 600-42-2023-4451, presentado el día 03 de julio de 

2023 la Administración Desconcentrada Jurídica de Nuevo León “2” 

contestó la ampliación de demanda; situación que fue acordada por auto 

de 12 de julio de 2023, admitiendo dicha contestación y las pruebas 

ofrecidas, pero, además, se convocó a las partes a formular sus alegatos 

por escrito. 

 

6.- En fecha 20 de septiembre de 2023, se dictó acuerdo en el que 

se declaró cerrada la instrucción en este juicio, a efecto de que esta Sala 

procediera a dictar la sentencia definitiva que en derecho corresponda, y se 

hizo de conocimiento de las partes que la misma sería emitida por el 

Magistrado Titular de la Segunda Ponencia Javier Armando Abreu Cruz 

(adscrito a la citada ponencia por Acuerdo G/JGA/15/2022, de fecha 07 de 

abril de 2022, emitido por la Junta de Gobierno y Administración de este 
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tribunal), por el Titular de la Primera Ponencia Ernesto Manuel del 

Bosque Berlanga y por la M.D.F. Mayela Guadalupe Villarreal de la 

Garza, primer secretario de acuerdos de la Tercera Ponencia de esta Sala, 

en virtud de que la misma fue previamente autorizada para actuar como 

magistrado por ministerio de ley ante la falta de magistrado en tal ponencia, 

quien es ponente en el presente juicio. 

 

Por ello, se hace de conocimiento de las partes que mediante 

acuerdos G/JGA/15/2022, de fecha 07 de abril de 2022, G/JGA/2/2023, de 05 

de enero de 2023 y G/JGA/24/2023, de 22 de junio de 2023 emitidos por la 

Junta de Gobierno y Administración de este tribunal, en el primero y el 

último se adscribió a los Magistrados  Javier Armando Abreu Cruz y 

Ernesto Manuel del Bosque Berlanga, a las Ponencias Segunda y 

Primera, respectivamente, y en el segundo de los acuerdos, se autoriza a 

Mayela Guadalupe Villarreal de la Garza, Primer Secretario de Acuerdos 

adscrita a la Tercera Ponencia de esta Sala, para que supla la falta de 

magistrado en tal ponencia, y por ende para que ejerza las facultades 

inherentes y las funciones de magistrado de sala regional, al actuar por 

ministerio de ley. 

 

Dichos Acuerdos G/JGA/15/2022, de fecha 07 de abril de 2022, 

G/JGA/2/2023, de 05 de enero de 2023 y G/JGA/24/2023, de 22 de junio 

de 2023, en su parte conducente establecen lo siguiente: 

 
 
”ACUERDO G/JGA/15/2022 
 
ADSCRIPCIONES Y SUPLENCIAS DE MAGISTRADOS DE 
DIVERSAS SALAS REGIONALES DEL TRIBUNAL FEDERAL 
DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
 
CONSIDERANDO 
“… 
 
5. Que las fracciones II, XXIII y XXXIX del artículo 23 de la Ley 
Orgánica vigente de este Tribunal, faculta a la Junta de Gobierno y 
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Administración para expedir los acuerdos necesarios para el buen 
funcionamiento del Tribunal; aprobar la suplencia temporal de los 
Magistrados de Sala Regional, por el primer secretario de 
acuerdos del Magistrado ausente; así como resolver los demás 
asuntos que señalen las disposiciones aplicables. 
 
7. Que en sesión de fecha 15 de octubre de 2020, la Junta de 
Gobierno y Administración emitió el Acuerdo G/JGA/59/2020, en el 
que autorizó que el Licenciado José Mercedes Hernández Díaz, 
Primer Secretario de Acuerdos de la Segunda Ponencia de la 
Primera Sala Regional del Noreste, con sede en San Pedro Garza 
García, Nuevo León, supliera la falta definitiva de Magistrado en la 
Ponencia de su adscripción.; 
 
8. Que por Acuerdo G/JGA/15/2021, aprobado por la Junta de 
Gobierno y Administración, en sesión de fecha 18 de marzo de 
2021, entre otros movimientos, se adscribió al Magistrado Javier 
Armando Abreu Cruz a la Tercera Ponencia de la Tercera Sala 
Regional del Noreste, con sede en San Pedro Garza García, 
Nuevo León. 
 

A C U E R D O 
 
Primero. Con motivo de la falta de Magistrado en la Segunda 
Ponencia de la Primera Sala Regional del Noreste, con sede 
en San Pedro Garza García, Nuevo León, se aprueban los 
siguientes movimientos:  
“… 
II. La adscripción del Magistrado Javier Armando Abreu Cruz 
a la Segunda Ponencia de la Primera Sala Regional del 
Noreste; 
…” 
 
 
“ACUERDO  
G/JGA/2/2023  
ADSCRIPCIONES Y SUPLENCIAS DE MAGISTRADOS DE 
DIVERSAS SALAS REGIONALES DEL TRIBUNAL FEDERAL 
DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA  
 
C O N S I D E R A N D O 
(…) 
 

Consecuentemente, con fundamento en lo dispuesto por los 
artículos 17 y 73 fracción XXIX-H de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 1 párrafos segundo y quinto, 21, 23, 
fracciones II, VI, XXIII y XXXIX, 48 penúltimo párrafo y 50, de la 
Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; así 
como los diversos 28, 29 y 63 del Reglamento Interior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa; la Junta de Gobierno y 
Administración emite el siguiente: 
 

A C U E R D O  
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Primero (…) 
Segundo. En atención a lo señalado en los Considerandos 
Trigésimo Cuarto y Trigésimo Sexto del presente Acuerdo, así 
como a las adscripciones señaladas en el punto de acuerdo 
anterior, se aprueba que los siguientes Primeros Secretarios de 
Acuerdos suplan la falta de Magistrado en la Ponencia de su 
adscripción, por lo que adquieren las facultades inherentes y las 
funciones jurisdiccionales de un Magistrado de Sala Regional, al 
actuar por Ministerio de Ley: 
(…) 
 

IV. Licenciada Mayela Guadalupe Villarreal de la Garza en la 
Tercera Ponencia de la Primera Sala Regional del Noreste, 
con sede en San Pedro Garza García, Nuevo León; 
(…) 
 
Tercero. Hasta en tanto la Junta de Gobierno y Administración 
determine otra situación, las adscripciones y suplencias referidas 
en los puntos de Acuerdo que anteceden surtirán efectos a partir 
del 16 de enero de 2023, con excepción de las siguientes: 
 
Cuarto. Las personas servidoras públicas referidas en los puntos 
de acuerdo Primero y Segundo, deberán hacer del conocimiento 
de las partes el presente Acuerdo, en el primer proveído que 
dicten en cada uno de los asuntos de su competencia, y colocar 
una copia de éste en la ventanilla de la Oficialía de Partes y en 
lugares visibles al público en general dentro de la Sala de su 
adscripción.” 
 
 
”ACUERDO G/JGA/24/2023 
 
ADSCRIPCIONES DE MAGISTRADOS DE DIVERSAS SALAS 
REGIONALES DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA 
 
CONSIDERANDO 
“… 
 
5. Que las fracciones II, VI y XXXIX del artículo 23 de la Ley 
Orgánica vigente de este Tribunal, facultan a la Junta de Gobierno 
y Administración para expedir los acuerdos necesarios para el 
buen funcionamiento del Tribunal; adscribir a las Salas 
Regionales, ordinarias, auxiliares, especializadas o mixtas a los 
Magistrados Regionales; así como resolver los demás asuntos que 
señalen las disposiciones aplicables. 
 
6. Que mediante Acuerdo G/JGA/105/2009 aprobado por la Junta 
de Gobierno y Administración en sesión de 01 de diciembre de 
2009, entre otros movimientos, se adscribió al Magistrado Ernesto 
Manuel del Bosque Berlanga a la Primera Ponencia de la Primera 
Sala Regional del Noreste. 
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(…) 
 
8. Que los nombramientos expedidos por el Titular del Ejecutivo 
Federal en favor de los Magistrados José Luis Pinto Verdugo y 
Ernesto Manuel del Bosque Berlanga concluyeron sus efectos el 
29 de abril y 11 de noviembre, ambos de 2019, respectivamente, 
por lo que, ante la falta definitiva de Magistrado Titular en la 
Ponencia y Sala de su adscripción, la Junta de Gobierno y 
Administración autorizó, en términos del artículo 48, tercer párrafo 
de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 
que las mismas fueran cubiertas por sus Primeros Secretarios de 
Acuerdos. 
 
9. Que en sesión de la presente fecha, la Junta de Gobierno y 
Administración tuvo conocimiento de que el Juez Tercero de 
Distrito en materia Administrativa en el Estado de Nuevo León, 
con residencia en Monterrey, emitió un acuerdo de fecha 20 de 
junio de 2023 dentro de los autos del incidente de suspensión 
derivado del juicio de amparo 639/2023, promovido por el C. 
Ernesto Manuel del Bosque Berlanga, en el que se dio cuenta de 
la resolución emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en materia 
Administrativa del Cuarto Circuito dentro del recurso de queja 
363/2023, y requiere el cumplimiento de la ejecutoría, en la cual se 
concedió la suspensión provisional al quejoso para que se le 
reincorpore en el ejercicio de la Magistratura en la Sala y Ponencia 
de su última adscripción, hasta en tanto el Titular del Poder 
Ejecutivo y el Senado de la República resuelvan sobre la 
ratificación de su nombramiento para un nuevo periodo, o bien, se 
resuelva el asunto en lo principal. 
(…) 
 

A C U E R D O 
 
Primero. En estricto cumplimiento a las resoluciones referidas en 
los Considerandos Noveno y Décimo del presente Acuerdo, la 
Junta de Gobierno y Administración aprueba las siguientes 
adscripciones de Magistrados de Sala Regional: 
 
I. Del Magistrado Ernesto Manuel del Bosque Berlanga a la 
Primera Ponencia de la Primera Sala Regional del Noreste, 
con sede San Pedro Garza García, Nuevo León; y  
(…). 
 
Segundo. Las adscripciones referidas en el presente Acuerdo 
surtirán efectos a partir del 26 de junio de 2023, y hasta en 
tanto la Junta de Gobierno y Administración determine otra 
situación. 
 
Tercero. Los Magistrados antes referidos deberán hacer del 
conocimiento de las partes el presente Acuerdo en el primer 
proveído que dicten en cada uno de los asuntos de su 
competencia, y deberán colocar una copia del mismo en la 
ventanilla de la Oficialía de Partes y en lugares visibles al público 
en general dentro de las Salas de su adscripción.; 
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…” 

Acuerdos G/JGA/15/2022, de 07 de abril de 2022, G/JGA/2/2023, de 

05 de enero de 2023 y G/JGA/24/2023, de 22 de junio de 2023, que fueron 

publicados respectivamente en el Diario Oficial de la Federación los días 

14 de abril de 2022, 17 de enero de 2023 y 04 de julio de 2023, y 

consultables en las siguientes ligas de internet: 

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5649110&fecha=14/04/2022, 

https://www.tfja.gob.mx/pdf/secretaria_general_de_acuerdos/acuerdos_junta_gobierno/2023/G_

JGA_2_2023.pdf/ y 

https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5694246&fecha=04/07/2023#gsc.tab=0. 

Asimismo, se hace de conocimiento que los multicitados acuerdos (los tres) 

se encuentran a la vista de las partes en la Oficialía de Partes Común de 

las Salas Regionales del Noreste y en la Sala de recepción de este recinto; 

y; 

 

 

C O N S I D E R A N D O: 

 

PRIMERO.- Esta Sala Regional es competente para resolver el 

juicio de nulidad en que se actúa, por así disponerlo los numerales 3, 

fracción V, 6º, fracción III, 28, fracción II, 29, 30, 31 y 34 de la Ley Orgánica 

del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, publicada en el Diario 

Oficial de la Federación de 18 de julio de 2016, en relación con lo previsto 

en los numerales 1 y 13 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo y los artículos 48, fracción VI y 49 fracción VI, ambos del  

Reglamento Interior de este Tribunal, dado a conocer a través de acuerdo 

número SS/16/2020, emitido por el Pleno General de la Sala Superior del 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa, publicado en el Diario Oficial de 

la Federación el día 17 de julio de 2020. 

 

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5649110&fecha=14/04/2022
https://www.tfja.gob.mx/pdf/secretaria_general_de_acuerdos/acuerdos_junta_gobierno/2023/G_JGA_2_2023.pdf/
https://www.tfja.gob.mx/pdf/secretaria_general_de_acuerdos/acuerdos_junta_gobierno/2023/G_JGA_2_2023.pdf/
https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5694246&fecha=04/07/2023#gsc.tab=0
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SEGUNDO.- La existencia de la resolución impugnada ha 

quedado debidamente acreditada en términos del artículo 46, fracción I, de 

la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, mediante la 

exhibición que de ellos hace la autoridad demandada, por el 

reconocimiento de los mismos y por hechos notorios. 

 

TERCERO.- Esta Juzgadora, por ser de orden público y estudio 

preferente, se avoca al análisis de la causal de improcedencia y 

sobreseimiento hecha valer por la autoridad demandada. 

 

Señala la demandada que, en el presente caso se actualiza la 

causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 8 de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, ya que la demanda 

en contra de la resolución determinante impugnada (1836861106909L, de 

11 de octubre de 2012, emitida por la entonces Administración Local de 

Servicios al Contribuyente de Guadalupe) fue presentada en forma 

extemporánea. 

 

A juicio este órgano Colegiado que integra la Primera Sala 

Regional del Noreste, los argumentos vertidos por la autoridad en la causal 

de improcedencia y sobreseimiento que se analiza, resultan infundados, 

por las siguientes consideraciones: 

 

Lo anterior es así, toda vez que en el presente juicio de nulidad no 

es materia de estudio la resolución determinante 1836861106909L, emitida 

por la entonces Administración Local de Servicios al Contribuyente de 

Guadalupe, puesto que, si bien la impetrante la señaló como acto 

impugnado, a través del proveído de fecha 13 de enero de 2023 dictado en 

los autos del presente juicio, se desechó la demanda en lo que respecta a 

tal acto, en virtud de que la demanda interpuesta resultaba extemporánea. 
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Proveído que fue notificado por boletín jurisdiccional a las partes 

el 24 de enero de 2023 y que, por tanto, al no haberse interpuesto el medio 

de defensa procedente en su contra (recurso de reclamación) quedó firme 

para todos los efectos legales conducente. 

 

De ahí que la causal planteada por la autoridad sea infundada, 

pues se hacer valer respecto a un acto que no se encuentra impugnado en 

el presente juicio al no haberse admitido la demanda en relación al mismo, 

sino que se desechó. 

 

CUARTO.- Ahora bien, la parte actora en el escrito inicial de 

demanda arguye que el crédito fiscal determinado en la resolución 

1836861106909L, de fecha 11 de octubre de 2012, emitida por la entonces 

Administración Local de Servicios al Contribuyente de Guadalupe, ha 

prescrito en términos del artículo 146 del Código Fiscal de la Federación y 

que, por tanto, ya no puede exigirle el pago del mismo. 

 

En relación con ello, la autoridad en la contestación de 

demanda aportó diversos medios de prueba a efecto desvirtuar el dicho de 

la actora, pues sostiene que el crédito no ha prescrito, toda vez que el 

plazo para ello se vio interrumpido y/o suspendido de acuerdo a lo 

establecido en el propio precepto legal citado. 

 

Por su parte, la impetrante en la ampliación de demanda 

reitera que el crédito ha prescrito (al menos hasta la fecha en que la 

autoridad contestó la demanda que el 13 de marzo de 2023 y que estaba 

en aptitud de aportar todas las gestiones de cobro efectuadas o diversa 

circunstancias que hubiere implicado la suspensión del plazo), pues refiere 

que a partir de que quedó firme, independientemente de sus 

interrupciones, ya transcurrió el plazo máximo de diez años con que 

contaba para hacerlo exigible. 
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En la contestación a la ampliación, la autoridad reitera lo 

infundado del agravio de la enjuiciante. 

 

A juicio de los suscritos magistrados que integran esta Primera 

Sala Regional del Noreste, los argumentos vertidos por la accionante son 

fundados, pues como lo afirma, el crédito fiscal de mérito ya se encuentra 

prescrito por lo siguiente: 

 

En primer término, es de señalarse que para efecto del análisis de 

la prescripción, debería considerarse lo que al efecto establecía el artículo 

146 del Código Fiscal de la Federación vigente en 2012 que es cuando el 

crédito fiscal impugnado fue exigible (de conformidad con el artículo 4 del 

Código Fiscal de la Federación se tiene que son créditos fiscales los que 

tenga derecho a percibir el Estado o sus organismos descentralizados que 

provengan de contribuciones, de sus accesorios o de aprovechamientos, 

incluyendo los que deriven de responsabilidades que el Estado tenga 

derecho a exigir de sus funcionarios o empleados o de los particulares, así 

como aquellos a los que las leyes les den ese carácter y el Estado tenga 

derecho a percibir por cuenta ajena), el cual en esencia establecía que el 

crédito se extinguiría por prescripción en el término de cinco años, pero 

que dicho término era susceptible de interrumpirse o suspenderse en los 

supuestos ahí señalados. 

 

Sin embargo, dicho precepto legal fue reformado mediante 

decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 09 de diciembre 

de 2013 y entró en vigor el 1° de enero de 2014, el cual trascendió en el 

caso en concreto para la actora respecto a la prescripción de un crédito 

fiscal a su cargo, pues del análisis efectuado a dicho precepto y al artículo 

Segundo Transitorio, fracción X, de la reforma respectiva, se desprende lo 

siguiente: 
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Artículo 146.- El crédito fiscal se extingue por prescripción en el 
término de cinco años. 
 
El término de la prescripción se inicia a partir de la fecha en que el 
pago pudo ser legalmente exigido y se podrá oponer como 
excepción en los recursos administrativos o a través del juicio 
contencioso administrativo. El término para que se consuma la 
prescripción se interrumpe con cada gestión de cobro que el 
acreedor notifique o haga saber al deudor o por el reconocimiento 
expreso o tácito de éste respecto de la existencia del crédito. Se 
considera gestión de cobro cualquier actuación de la autoridad 
dentro del procedimiento administrativo de ejecución, siempre que 
se haga del conocimiento del deudor. 
 
Cuando se suspenda el procedimiento administrativo de ejecución 
en los términos del artículo 144 de este Código, también se 
suspenderá el plazo de la prescripción. 
 
Asimismo, se suspenderá el plazo a que se refiere este artículo 
cuando el contribuyente hubiera desocupado su domicilio fiscal sin 
haber presentado el aviso de cambio correspondiente o cuando 
hubiere señalado de manera incorrecta su domicilio fiscal. 
 
El plazo para que se configure la prescripción, en ningún 
caso, incluyendo cuando este se haya interrumpido, podrá 
exceder de diez años contados a partir de que el crédito fiscal 
pudo ser legalmente exigido. En dicho plazo no se 
computarán los periodos en los que se encontraba 
suspendido por las causas previstas en este artículo. 
 
La declaratoria de prescripción de los créditos fiscales podrá 
realizarse de oficio por la autoridad recaudadora o a petición del 
contribuyente. 
 
Transitorios 
(…) 
 
Segundo. En relación con las modificaciones a que se refiere el 
Artículo Único de este Decreto, se estará a lo siguiente: 
(…) 
 
X. El plazo para el cómputo de la prescripción a que se refiere 
el párrafo quinto del artículo 146 del Código Fiscal de la 
Federación, será aplicable para los créditos fiscales que 
hayan sido exigidos a partir del 1 de enero de 2005. 
 
Tratándose de los créditos fiscales exigibles con anterioridad al 1 
de enero de 2005, el Servicio de Administración Tributaria tendrá 
un plazo máximo de dos años para hacer efectivo el cobro de 
dichos créditos contados a partir de la entrada en vigor del 
presente Decreto, siempre que se trate de créditos que no se 
encuentren controvertidos en dicho periodo; de controvertirse, el 
plazo máximo de dos años será suspendido. 
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La aplicación de la presente fracción no configurará 
responsabilidad administrativa para servidores públicos 
encargados de la ejecución y cobro de créditos fiscales, siempre y 
cuando realicen las gestiones de cobro correspondientes. 
 

 

Como se observa, dicho precepto resultaba aplicable para todos 

los contribuyentes que, previo a dicha reforma tuvieran créditos fiscales 

firmes exigibles, destacándose que lo dispuesto en el quinto párrafo del 

artículo 145 del Código Fiscal de la Federación, será aplicable para los 

créditos fiscales que hayan sido exigidos a partir del 1° de enero de 2005; 

hecho en el que se ubicaba la actora respecto al crédito determinado y 

exigible a partir del año de 2012, esto es, que el plazo para que se 

configure la prescripción, en ningún caso, incluyendo cuando este se haya 

interrumpido, podrá exceder de diez años contados a partir de que el 

crédito fiscal pudo ser legalmente exigido y que, en dicho plazo no se 

computarán los periodos en los que se encontraba suspendido por las 

causas previstas en este artículo. 

 

No causándose perjuicio alguno a los citados contribuyentes, 

puesto que dicha disposición que se agregó con la reforma no estaba 

contemplada en dicho artículo, pero con tal reforma los contribuyentes 

tendrían la certeza de que la autoridad, considerando las interrupciones 

que establecía el artículo para la prescripción del crédito, ahora tenía un 

máximo de diez años para que no operara la prescripción del crédito, con 

independencia de las interrupciones; por lo que al respecto, para el estudio 

de la prescripción resulta procedente considerar el precepto legal 146 

vigente a partir del 1° de enero de 2014 para el estudio de la prescripción, 

específicamente lo establecido en el quinto párrafo. 

 

Es aplicable al caso en concreto la siguiente tesis sustentada por 

una sala regional de este tribunal y que esta juzgadora comparte: 
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VII-CASR-2NE-35 
PRESCRIPCIÓN FISCAL. LA REFORMA AL ARTÍCULO 146 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN A PARTIR DEL 1° 
DE ENERO DE 2014, FIJA UN BENEFICIO PARA LOS 
CONTRIBUYENTES.- En fecha 9 de diciembre de 2013, fue 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el Decreto mediante 
el cual se reformaron, adicionaron y derogaron diversas 
disposiciones del Código Fiscal de la Federación, destacando 
la reforma al artículo 146 referente a su quinto párrafo, el cual 
establece una mecánica en particular del plazo de prescripción, 
pues se prevé como beneficio para los contribuyentes que 
la prescripción no puede exceder de diez años, aun con el 
cómputo de los plazos por los que se interrumpa. Dicho plazo se 
computará a partir de que el crédito puede ser legalmente exigido, 
y sin que pueda incluirse en el cómputo del plazo de 10 años, los 
periodos por suspensión, en el caso que el contribuyente hubiera 
desocupado su domicilio fiscal sin presentar el aviso de cambio 
correspondiente, o hubiere señalado en forma incorrecta su 
domicilio fiscal. Ahora bien, el Artículo Segundo Transitorio, 
fracción X del decreto aludido, prevé dos supuestos diferentes, 
para los casos de créditos legalmente exigibles, a saber: primer 
supuesto referente a los créditos exigibles antes de 2005, en 
donde el Servicio de Administración Tributaria tendrá dos años 
para cobrarlos, periodo que será suspendido en caso de 
controvertirlo por cualquier medio de defensa; el segundo 
supuesto aplicable a los créditos exigibles posteriores al 1° de 
enero de 2005, se realizará el cómputo correspondiente acorde a 
las constancias existentes en el expediente administrativo, por tal 
motivo, de existir interrupciones del periodo, no podrá exceder de 
diez años, siendo este un beneficio para los contribuyentes. 
 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2105/16-06-02-3.- 
Resuelto por la Segunda Sala Regional del Noreste del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, el 11 de octubre de 2016, por 
unanimidad de votos.- Magistrada Instructora: María Alejandra 
Rosas Ramírez.- Secretario: Lic. Hugo Armando Tenorio Hinojosa. 
 
R.T.F.J.A. Octava Época. Año III. No. 20. Marzo 2018 p. 243” 
 
 

 

En efecto, dicho párrafo de la reforma fue en beneficio de los 

particulares pues lo que se modificó fue lo relativo al tiempo máximo para 

que opere la prescripción, indicándose cómo se computara tal plazo, y el 

de que, además de oponerse como excepción la prescripción en los 

recursos administrativos, también se podría oponer en el juicio contencioso 

administrativo, tal como se observa de la siguiente comparativa: 

 

 

Artículo 146 del Código Fiscal de la Artículo 146 del Código Fiscal de la 
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Federación vigente al 31 diciembre de 2013 Federación vigente a partir del 1° de enero de 
2014. 

Artículo 146.- El crédito fiscal se extingue por 
prescripción en el término de cinco años. 
 
El término de la prescripción se inicia a partir 
de la fecha en que el pago pudo ser 
legalmente exigido y se podrá oponer como 
excepción en los recursos administrativos. El 
término para que se consume la prescripción 
se interrumpe con cada gestión de cobro que 
el acreedor notifique o haga saber al deudor o 
por el reconocimiento expreso o tácito de éste 
respecto de la existencia del crédito. Se 
considera gestión de cobro cualquier 
actuación de la autoridad dentro del 
procedimiento administrativo de ejecución, 
siempre que se haga del conocimiento del 
deudor. 
 
Cuando se suspenda el procedimiento 
administrativo de ejecución en los términos 
del artículo 144 de este Código, también se 
suspenderá el plazo de la prescripción. 
 
Asimismo, se interrumpirá el plazo a que se 
refiere este artículo cuando el contribuyente 
hubiera desocupado su domicilio fiscal sin 
haber presentado el aviso de cambio 
correspondiente o cuando hubiere señalado 
de manera incorrecta su domicilio fiscal. 
 
La declaratoria de prescripción de los créditos 
fiscales podrá realizarse de oficio por la 
autoridad recaudadora o a petición del 
contribuyente. 
 

Artículo 146.- El crédito fiscal se extingue por 
prescripción en el término de cinco años. 
 
El término de la prescripción se inicia a partir 
de la fecha en que el pago pudo ser 
legalmente exigido y se podrá oponer como 
excepción en los recursos administrativos o a 
través del juicio contencioso 
administrativo. El término para que se 
consuma la prescripción se interrumpe con 
cada gestión de cobro que el acreedor 
notifique o haga saber al deudor o por el 
reconocimiento expreso o tácito de éste 
respecto de la existencia del crédito. Se 
considera gestión de cobro cualquier 
actuación de la autoridad dentro del 
procedimiento administrativo de ejecución, 
siempre que se haga del conocimiento del 
deudor. 
 
Cuando se suspenda el procedimiento 
administrativo de ejecución en los términos 
del artículo 144 de este Código, también se 
suspenderá el plazo de la prescripción. 
 
Asimismo, se suspenderá el plazo a que se 
refiere este artículo cuando el contribuyente 
hubiera desocupado su domicilio fiscal sin 
haber presentado el aviso de cambio 
correspondiente o cuando hubiere señalado 
de manera incorrecta su domicilio fiscal. 
 
El plazo para que se configure la 
prescripción, en ningún caso, incluyendo 
cuando este se haya interrumpido, podrá 
exceder de diez años contados a partir de 
que el crédito fiscal pudo ser legalmente 
exigido. En dicho plazo no se computarán 
los periodos en los que se encontraba 
suspendido por las causas previstas en 
este artículo. 
 
La declaratoria de prescripción de los créditos 
fiscales podrá realizarse de oficio por la 
autoridad recaudadora o a petición del 
contribuyente. 
 

 

Expuesto lo anterior y atendiendo a la causa de pedir de la actora, 

resulta necesario analizar de forma general el contenido del artículo 146 

del Código Fiscal de la Federación vigente en 2012, en relación con el 
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segundo y quinto párrafo de dicho precepto vigente a partir del 1° de enero 

de 2014: 

 
 
“ 
Vigente en 2012 
 

Artículo 146.- El crédito fiscal se extingue por prescripción en el 
término de cinco años. 
 
El término de la prescripción se inicia a partir de la fecha en que el 
pago pudo ser legalmente exigido y se podrá oponer como 
excepción en los recursos administrativos. El término para que 
se consume la prescripción se interrumpe con cada gestión de 
cobro que el acreedor notifique o haga saber al deudor o por el 
reconocimiento expreso o tácito de éste respecto de la existencia 
del crédito. Se considera gestión de cobro cualquier actuación de 
la autoridad dentro del procedimiento administrativo de ejecución, 
siempre que se haga del conocimiento del deudor. 
 
Cuando se suspenda el procedimiento administrativo de ejecución 
en los términos del artículo 144 de este Código, también se 
suspenderá el plazo de la prescripción. 
 
Asimismo, se interrumpirá el plazo a que se refiere este 
artículo cuando el contribuyente hubiera desocupado su 
domicilio fiscal sin haber presentado el aviso de cambio 
correspondiente o cuando hubiere señalado de manera 
incorrecta su domicilio fiscal. 
 
La declaratoria de prescripción de los créditos fiscales podrá 
realizarse de oficio por la autoridad recaudadora o a petición del 
contribuyente.” 
 
Vigente a partir del 1° de enero de 2014. 
Artículo 146.- (..) 
 
El término de la prescripción se inicia a partir de la fecha en que el 
pago pudo ser legalmente exigido y se podrá oponer como 
excepción en los recursos administrativos o a través del juicio 
contencioso administrativo. El término para que se consuma la 
prescripción se interrumpe con cada gestión de cobro que el 
acreedor notifique o haga saber al deudor o por el reconocimiento 
expreso o tácito de éste respecto de la existencia del crédito. Se 
considera gestión de cobro cualquier actuación de la autoridad 
dentro del procedimiento administrativo de ejecución, siempre que 
se haga del conocimiento del deudor. 
 
El plazo para que se configure la prescripción, en ningún caso, 
incluyendo cuando este se haya interrumpido, podrá exceder de 
diez años contados a partir de que el crédito fiscal pudo ser 
legalmente exigido. En dicho plazo no se computarán los 
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periodos en los que se encontraba suspendido por las causas 
previstas en este artículo..”. 
 
 

 
El precepto transcrito en primer término, prevé la extinción de los 

créditos fiscales por el transcurso del tiempo (cinco años), lo que se 

denomina como prescripción; señala que el término inicia a partir de la 

fecha en que el pago pudo ser legalmente exigido; las formas en que se 

puede interrumpir o suspender el plazo, y en el quinto párrafo (de la 

reforma), determina que el plazo en ningún caso, incluyendo cuando se 

haya interrumpido, podrá exceder de diez años contados a partir de que el 

crédito fiscal pudo ser legalmente exigido; y destaca, que en el plazo de 

diez años no se computarán los periodos de suspensión. 

 

Cabe precisar que dentro del precepto se prevén dos figuras jurídicas 

que inciden de distintas formas en el cómputo del plazo de la prescripción, 

a saber, la interrupción y la suspensión; éstas tienen causas y efectos 

distintos, pues mientras la interrupción en caso de actualizarse reinicia el 

cómputo del plazo, es decir, los cinco años corren nuevamente desde el 

principio, la suspensión detiene dicho plazo para que se reanude una vez 

que cese la causa que la originó, esto es, se pausa el cómputo del plazo 

para que en un momento determinado, se reanude desde el momento en 

que fue detenido; lo anterior, en lo que respecta a los efectos. 

 

En lo concerniente a las causas, debemos atender al sujeto que 

provoca que se actualice una u otra, así como a los supuestos en que 

ocurren; en ese tenor, de conformidad con el propio precepto de referencia 

(párrafo segundo), es la autoridad fiscal la que puede interrumpir el 

cómputo del plazo con cada gestión de cobro que se notifique al 

contribuyente o por el consentimiento ya sea expreso o tácito de este 

último. 
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Por lo que concierne a la suspensión, el propio artículo señala que 

puede actualizarse: cuando se suspenda el procedimiento administrativo 

de ejecución en términos del artículo 144 del Código Fiscal de la 

Federación1, esto es, de forma general, cuando se garantice el interés 

fiscal satisfaciendo los requisitos legales, lo que implica que también es 

extensivo a cuando se promueve un medio de defensa en contra de la 

                                                 

1 “Artículo 144.- No se ejecutarán los actos administrativos cuando se garantice el interés fiscal, 

satisfaciendo los requisitos legales. Tampoco se ejecutará el acto que determine un crédito fiscal hasta que venza 
el plazo de cuarenta y cinco días siguientes a la fecha en que surta efectos su notificación, o de quince días, 
tratándose de la determinación de cuotas obrero-patronales o de capitales constitutivos al seguro social. Si a más 
tardar al vencimiento de los citados plazos se acredita la impugnación que se hubiere intentado y se 
garantiza el interés fiscal satisfaciendo los requisitos legales, se suspenderá el procedimiento administrativo 
de ejecución. 
Cuando el contribuyente hubiere interpuesto en tiempo y forma el recurso de revocación o, en su caso, el 
procedimiento de resolución de controversias previsto en un tratado para evitar la doble tributación de los que México 
es parte, el plazo para garantizar el interés fiscal será de cinco meses siguientes a partir de la fecha en que se 
interponga cualquiera de los referidos medios de defensa, debiendo el interesado acreditar ante la autoridad 
fiscal que lo interpuso dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a esa fecha, a fin de suspender el procedimiento 
administrativo de ejecución. 
Si concluido el plazo de cinco meses para garantizar el interés fiscal no ha sido resuelto el recurso de revocación, el 
contribuyente no estará obligado a exhibir la garantía correspondiente sino, en su caso, hasta que sea resuelto dicho 
recurso. 
Cuando en el medio de defensa se impugnen únicamente algunos de los créditos determinados por el acto 
administrativo, cuya ejecución fue suspendida, se pagarán los créditos fiscales no impugnados con los recargos 
correspondientes. 
Cuando se garantice el interés fiscal el contribuyente tendrá obligación de comunicar por escrito la garantía, a la 
autoridad que le haya notificado el crédito fiscal. 
Si se controvierten sólo determinados conceptos de la resolución administrativa que determinó el crédito fiscal, el 
particular pagará la parte consentida del crédito y los recargos correspondientes, mediante declaración 
complementaria y garantizará la parte controvertida y sus recargos. 
En el supuesto del párrafo anterior, si el particular no presenta declaración complementaria, la autoridad exigirá la 
cantidad que corresponda a la parte consentida, sin necesidad de emitir otra resolución. Si se confirma en forma 
definitiva la validez de la resolución impugnada, la autoridad procederá a exigir la diferencia no cubierta, con los 
recargos causados. 
No se exigirá garantía adicional si en el procedimiento administrativo de ejecución ya se hubieran embargado bienes 
suficientes para garantizar el interés fiscal o cuando el contribuyente declare bajo protesta de decir verdad que son 
los únicos que posee. En el caso de que la autoridad compruebe por cualquier medio que esta declaración es falsa 
podrá exigir garantía adicional, sin perjuicio de las sanciones que correspondan. En todo caso, se observará lo 
dispuesto en el segundo párrafo del artículo 141 de este Código. 
También se suspenderá la ejecución del acto que determine un crédito fiscal cuando los tribunales competentes 
notifiquen a las autoridades fiscales sentencia de concurso mercantil dictada en términos de la ley de la materia y 
siempre que se hubiese notificado previamente a dichas autoridades la presentación de la demanda correspondiente. 
En el caso del impuesto empresarial a tasa única causado con posterioridad a la declaratoria de concurso mercantil 
decretada por el tribunal competente, el cobro de dicho impuesto se suspenderá desde la notificación de dicha 
declaratoria, hasta que se firme el convenio respectivo entre el contribuyente con los acreedores y el fisco federal o 
en su caso sea decretada la quiebra del mismo. 
El impuesto señalado en el párrafo anterior podrá incluirse dentro de la condonación a que se refiere el artículo 146-B 
del Código Fiscal de la Federación. 
Las autoridades fiscales continuarán con el procedimiento administrativo de ejecución a fin de obtener el pago del 
crédito fiscal, cuando en el procedimiento judicial de concurso mercantil se hubiere celebrado convenio estableciendo 
el pago de los créditos fiscales y éstos no sean pagados dentro de los 30 días siguientes a la celebración de dicho 
convenio o cuando no se dé cumplimiento al pago con la prelación establecida en este Código. Asimismo, las 
autoridades fiscales podrán continuar con dicho procedimiento cuando se inicie la etapa de quiebra en el 
procedimiento de concurso mercantil en los términos de la ley correspondiente. 
En caso de negativa o violación a la suspensión del procedimiento administrativo de ejecución, los interesados 
podrán promover el incidente de suspensión de la ejecución ante la Sala del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa que conozca del juicio respectivo u ocurrir al superior jerárquico de la autoridad ejecutora, si se está 
tramitando recurso, acompañando los documentos en que conste el medio de defensa hecho valer y el ofrecimiento 
o, en su caso otorgamiento de la garantía del interés fiscal. El superior jerárquico aplicará en lo conducente las reglas 
establecidas por este Código para el citado incidente de suspensión de la ejecución.” 
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determinación de un crédito fiscal, de la determinación de cuotas obrero-

patronales o de capitales constitutivos del seguro social, siempre que se 

garantice el interés fiscal, a excepción de que se haya interpuesto el 

recurso de revocación previsto en el Código Fiscal de la Federación, ya 

que de conformidad con dicho precepto 144 del Código Fiscal de la 

Federación, se estará obligado a exhibir la garantía correspondiente dentro 

del plazo de cinco meses contados a partir de la interposición del medio de 

defensa. 

 

En relación con ello, el artículo 28 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, en su primer párrafo, fracción II, 

hace referencia a la suspensión de la ejecución de los actos impugnados, 

esto es, solicita que la autoridad no ejecute el acto determinante, 

indicándose que para su otorgamiento en, tratándose de la suspensión de 

actos de determinación, liquidación, ejecución o cobro de contribuciones, 

aprovechamientos y otros créditos fiscales, se concederá la suspensión, 

la que surtirá sus efectos si se ha constituido o se constituye la 

garantía del interés fiscal ante la autoridad ejecutora por cualquiera de 

los medios permitidos por las leyes fiscales aplicables. 

 

Lo que implica que, en atención de lo dispuesto por el artículo 146, 

segundo párrafo, en relación con el 144, ambos del Código Fiscal de la 

Federación, cuando se interponga juicio de nulidad o recurso de revisión 

(no de revocación) y se conceda la suspensión de la ejecución del acto 

controvertido, de igual forma se suspenderá el plazo para que opere la 

prescripción al haber garantía ofrecida. 

 

Además, otra causa de interrupción del plazo para la prescripción 

será cuando el contribuyente hubiera desocupado su domicilio fiscal sin 

haber presentado el aviso de cambio correspondiente o cuando hubiere 

señalado de manera incorrecta su domicilio fiscal. 
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La causa de suspensión referida, derivada de la conducta del 

contribuyente, es decir, es propiamente éste el que puede dar pie a que 

se suspenda el plazo para la prescripción, porque existe garantía del 

interés fiscal otorgada para que el crédito no se ejecute (en la reforma que 

entró en vigor el 1° de enero de 2014, también se establece como 

suspensión cuando el contribuyente se encuentre ilocalizable, sin embargo 

no le resulta aplicable a la impetrante puesto que se estaría aplicando en 

forma retroactiva en su perjuicio, ya que en el precepto vigente en 2012 se 

establecía que tal situación implica una interrupción del plazo, por lo que 

prevalece para la accionante). 

 

Por ende, la interposición de los medios de defensa lo que provoca, 

en cuanto a la prescripción de los créditos, es la suspensión y no la 

interrupción del plazo para que opere la misma, pues ante tal acción del 

deudor se da pie a que se suspendan las gestiones de cobro, pues en lo 

que se refiere al recurso de revocación previsto en el Código Fiscal de la 

Federación, la propia ley establece que el contribuyente contará con cinco 

meses para ofrecer garantía, por lo que en ese plazo el término para que 

se consuma la prescripción estará suspendido, y por lo que se refiere al 

juicio de nulidad o diversos medios de defensa como recurso de revisión, 

de la misma forma la autoridad estará impedida de actuar dentro del 

procedimiento administrativo de ejecución, siempre que en dicho juicio o 

recurso se haya concedido tal suspensión, lo que se logrará con el 

ofrecimiento respectivo de garantía ante la propia autoridad recaudadora; 

esto es, dicha medida de suspensión fue incentivada por el demandante y, 

por ende, al ser totalmente atribuible a él, lo correspondiente es que de 

igual forma se suspenda la prescripción del crédito fiscal y no su 

interrupción 

 

Lo anterior tiene sustento en lo siguiente; en el quinto párrafo del 

artículo 146, del Código Fiscal de la Federación se desprende que, en 
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ningún caso, aún con interrupciones, el plazo para que se configure la 

prescripción podrá exceder los diez años, sin que computen las 

suspensiones que pudiesen ocurrir; para entender tal determinación es 

necesario analizar al procedimiento legislativo que le dio origen: 

 

“PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DE LA CÁMARA DE 
DIPUTADOS DEL CONGRESO DE LA UNIÓN. Presente. 
 
Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción 1, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, me 
permito someter por su digno conducto ante esa Honorable 
Asamblea, la presente Iniciativa de Decreto por el que se 
reforman, adicionan v derogan diversas disposiciones de la Ley 
del Impuesto al Valor Agregado, de la Ley del Impuesto Especial 
sobre Producción v Servicios y del Código Fiscal de la Federación. 
A continuación se expresan los motivos que sustentan esta 
iniciativa. 
[…] 
Extinción de créditos fiscales 
Por otra parte, se propone reformar el artículo 146 del Código 
Fiscal de la Federación, con el propósito de establecer un plazo 
máximo de diez años para que se configure la extinción de los 
créditos fiscales mediante la figura de prescripción, previéndose 
además que este plazo será susceptible de suspenderse por las 
causas que el mismo artículo establece, con el fin de fijar un límite 
temporal a la posibilidad de realizar el cobro de los créditos 
fiscales y de esta manera evitar que tal facultad se prolongue de 
manera indefinida, ello sin dejar de salvaguardar la posibilidad 
de que el referido plazo pueda suspenderse por causas 
imputables al propio contribuyente, que puedan convertirse 
en medidas dilatorias tendientes a evitar el pago… 
[…] 
 
CÁMARA DE ORIGEN: DIPUTADOS EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
México, D.F. martes 5 de marzo de 2013. 
2. INICIATIVA DE GRUPO PARLAMENTARIO PAN Gaceta 
Parlamentaria No. 3721-VI 
 
NOTA. ESTE PROCESO LEGISLATIVO SE INTEGRA CON 7 
INICIATIVAS DE DIVERSAS FECHAS. 
Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones del Código 
Fiscal de la Federación, a cargo de la diputada Margarita Licea 
González, del Grupo Parlamentario del PAN. 
La suscrita diputada Margarita Licea González, integrante del 
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la LXII 
Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, 
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, 
numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, 
presenta iniciativa con proyecto de decreto que reforma, adiciona 
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y deroga diversos artículos del Código Fiscal de la Federación, 
conforme a la siguiente. 
 
Exposición de Motivos. 
 
La presente iniciativa -que forma parte de un paquete de tres 
iniciativas presentadas por una suscrita en esta misma sesión- se 
refiere a los siguientes temas: i) aseguramiento precautorio, ii) 
garantías del interés fiscales, iii) medios de defensa, iv) embargo 
precautorio, v) embargo en el procedimiento administrativo de 
ejecución (PAE), vi) inmovilización de depósitos bancarios y, vii) 
prescripción de los créditos fiscales, temas todos ellos que se 
encuentran regulados en el Código Fiscal de la Federación (CFF). 
 
Artículo 146. 
Otro tema que se considera necesario modificar es el de la 
prescripción de las facultades de las autoridades tributarias para 
cobrar créditos fiscales. En el derecho positivo mexicano, la figura 
de la prescripción se encuentra contenida en diversas 
disposiciones, como acontece con el Código Civil Federal, que en 
su artículo 1135 la define como el medio de adquirir bienes o de 
librarse de obligaciones mediante el transcurso de cierto tiempo y 
en las condiciones establecidas en la ley. 
 
En materia fiscal, la prescripción extingue la obligación de dar, a 
cargo del contribuyente, derivado del transcurso del plazo que 
establece el propio CFF. Esto es, la prescripción libera al deudor 
de su obligación fiscal. 
 
Así las cosas, el artículo 146 de dicho Código establece la figura 
de la prescripción de los créditos fiscales y señala que el plazo 
para que se actualice dicha figura es de cinco años, el cual inicia a 
computarse desde la fecha en que el pago puede ser legalmente 
exigible. 
 
Ahora bien, el mismo precepto legal establece que la 
prescripción está sujeta a interrupción y suspensión. Las 
consecuencias de éstas son distintas, ya que, al actualizarse la 
interrupción, tal circunstancia tiene como efecto el de anular 
todo el tiempo que transcurrió desde que el pago pudo ser 
legalmente exigible y hasta que la autoridad efectúa un acto 
tendiente a hacer efectivo el crédito fiscal; por su parte, la 
suspensión detiene el cómputo del término que ha transcurrido 
y, una vez que desaparece la causa de la suspensión, el cómputo 
se reanuda. 
 
En ese orden de ideas, dado que el propio precepto legal 
establece que la prescripción puede interrumpirse con cada 
gestión de cobro que el fisco notifique al deudor o que éste 
reconozca, tal circunstancia provoca que en la práctica puedan 
pasar mucho más de cinco años y que las autoridades puedan 
continuar ejerciendo sus facultades económico-coactivas. 
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Dicha situación vulnera la seguridad jurídica de los 
contribuyentes al generar incertidumbre, en tanto que el plazo 
original de cinco años a que hace referencia el artículo 146, 
puede extenderse durante mucho tiempo, ello derivado de la 
interrupción que se da con cada gestión de cobro que realice el 
fisco. Lo anterior puede provocar -y, de hecho, ha provocado que 
la autoridad no sea eficaz en el desarrollo del PAE, con la 
consiguiente afectación a los derechos de los contribuyentes, que 
tienen que soportar diversos y reiterados actos que nunca 
terminan de hacer efectivo el crédito fiscal. 
 
Tal situación debe evitarse brindándoles a los contribuyentes la 
seguridad jurídica de que si las autoridades fiscales, no ejecutaron 
el cobro de un crédito fiscal en un plazo determinado, ya no 
podrán hacerlo; es decir, debe evitarse que puedan prolongar por 
tiempo indefinido el PAE, con la consecuencia de que nunca se 
configure la prescripción. 
 
En ese contexto, se propone que el plazo para que se configure la 
prescripción no pueda exceder de diez años, contados a partir de 
que el crédito fiscal sea exigible, o de que cesó la causal que lo 
hubiere suspendido, debiéndose señalar que la desaparición de 
los contribuyentes de sus domicilios fiscales será causa de 
suspensión y no de interrupción. Debe precisarse que el plazo 
de cinco años para que opere dicha institución subsiste como está 
actualmente, limitándose la propuesta a establecer un plazo 
máximo para que opere la prescripción. 
 
Esto es, una vez que el crédito fiscal ha sido determinado, 
notificado y transcurridos los plazos para su pago o impugnación, 
las autoridades fiscales contarán con un plazo máximo de diez 
años para ejecutar su cobro; en caso de no hacerlo, prescribirán 
sus facultades en esta materia. 
 
Se propone el término máximo de diez años atendiendo a la regla 
general que establece el Código Civil Federal a través de su 
artículo 1159, referente al plazo con el que cuenta el acreedor 
para exigir el cumplimiento de una obligación. 
 
Finalmente, se precisa en el numeral materia de esta modificación 
que la prescripción puede oponerse como excepción, no sólo en 
los recursos administrativos, sino también en el juicio contencioso 
administrativo. 
 
Por lo expuesto se somete a consideración de esta asamblea la 
siguiente iniciativa con proyecto de Decreto que modifica, deroga y 
adiciona diversos artículos del Código Fiscal de la Federación...”. 

 
 

De lo anterior se advierte que la principal finalidad del legislador, en 

el tema relativo a la prescripción de créditos fiscales fue generar 

certidumbre jurídica a los gobernados en relación con la institución relativa, 
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para efectos de establecer un plazo genérico de diez años para que opere 

la misma, aun cuando dentro de este plazo se hayan configurado causas 

de interrupción, ello, con el propósito de fijar un límite temporal a la facultad 

de la autoridad hacendaria de realizar el cobro de adeudos tributarios 

exigibles a los contribuyentes y de esta manera evitar que tal atribución se 

prolongue de manera indefinida en el tiempo, salvaguardando la 

posibilidad de que el referido plazo se suspenda por causas 

imputables al propio contribuyente, que puedan convertirse en 

medidas dilatorias tendientes a evitar el pago. 

 

Para ello, el legislador consideró que, el precepto legal que propuso 

reformar, establecía que la prescripción podía interrumpirse con cada 

gestión de cobro que el fisco notificara al deudor o que éste reconozca el 

adeudo, circunstancia que necesariamente provocaba que en la práctica 

puedan pasar mucho más de cinco años y que las autoridades puedan 

continuar ejerciendo sus facultades económico–coactivas, lo cual se 

consideró que vulnera la seguridad jurídica de los contribuyentes. 

 

En efecto, el legislador consideró que el plazo original de cinco años 

a que se refería el artículo 146 del Código Tributario, podía extenderse 

durante mucho tiempo, producto de la interrupción que se suscitaba con 

cada gestión de cobro realizada por el fisco, con la consiguiente afectación 

a los derechos de los contribuyentes, que tienen que soportar diversos y 

reiterados actos dentro del procedimiento administrativo de ejecución para 

hacer efectivo el crédito fiscal, lo que generaba incertidumbre. 

 

Así, para evitar las situaciones antes señaladas, el legislador optó por 

generar a los contribuyentes seguridad jurídica en cuanto a que si las 

autoridades fiscales no ejecutaron el cobro de un crédito fiscal en un plazo 

determinado (diez años), ya no podrán hacerlo, evitando así que puedan 
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prolongarse por tiempo indefinido el procedimiento administrativo de 

ejecución. 

 

En ese sentido, las modificaciones hechas al artículo 146 del Código 

Fiscal de la Federación se realizaron con la finalidad de dar seguridad 

jurídica respecto de la extinción de las obligaciones fiscales dentro de la 

relación jurídica tributaria, que puede analizarse desde dos puntos de vista, 

a saber, del acreedor o del deudor. 

 

Desde el punto de vista del acreedor en la relación jurídico tributaria, 

donde el Estado Mexicano necesariamente reviste tal carácter, el propósito 

de las reformas fue promover un mejor desempeño en el ejercicio de 

facultades de comprobación, para poder darle la certeza jurídica al 

contribuyente de que no sería fiscalizado por tiempo indefinido si la 

autoridad no era diligente en el ejercicio de sus facultades, pues la 

interrupción del plazo de la prescripción daba margen a que de forma 

arbitraria, antes de que se configurara el plazo correspondiente, se 

realizara una gestión de cobro que reiniciaría el cómputo de los cinco años 

previsto en el primer párrafo del artículo 146 del Código Fiscal de la 

Federación, dejando así en parte, la configuración del plazo de la 

prescripción a la voluntad de la autoridad. 

 

En ese sentido, al establecer un tope de diez años para la 

prescripción de un crédito fiscal, independientemente de las 

interrupciones ocasionadas por la autoridad, el legislador también –además 

de darle certeza jurídica al gobernado– ideó un incentivo para que ésta 

llevara a cabo sus facultades de comprobación de forma eficiente. 

 

Ahora bien, desde el punto de vista del deudor de la relación jurídico-

tributaria, donde el contribuyente reviste tal carácter, la medida de 

proscribir la suspensión del cómputo del plazo máximo de diez años, tuvo 
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como propósito impedir que mediante la conducta desplegada por éste, 

ya sea interponiendo dolosamente medios de defensa con fines dilatorios 

(en los que se solicite la suspensión de la ejecución de los actos) o al 

permanecer ilocalizable, hiciera nugatorio el plazo efectivo para que la 

autoridad lleve a cabo sus facultades de fiscalización; de ahí que sea 

lógico y deseable que en el cumplimiento del plazo para la prescripción no 

incida la voluntad del contribuyente, pues se insiste, la suspensión tiene 

como origen su propia conducta (en el caso concreto, no le resulta 

aplicable a la impetrante para efectos de suspensión el que el 

contribuyente hubiere desocupado el domicilio, pues dicha reforma se 

aplicaría en perjuicio de la impetrante de forma retroactiva). 

 

Luego entonces, si la interposición de un juicio de nulidad por el que 

se controvierte la legalidad de la actuación de la autoridad, el actor solicita 

la suspensión a efecto de que se suspenda el procedimiento administrativo 

de ejecución, es evidente que el que la autoridad no pueda seguir actuando 

dentro del procedimiento administrativo de ejecución, es incentivado por el 

propio actor, y ello provoca la dilación para hacer efectivo el crédito a cargo 

del contribuyente, dicha situación implica que también su suspenda el 

plazo de la prescripción, pero si no se solicita suspensión en juicio tal 

situación no implica una suspensión del plazo, ya que la autoridad puede 

ejecutar el crédito con independencia de la interposición del juicio, puesto 

que, como se ha venido señalando, la suspensión de la ejecución de un 

acto debatido en juicio está supeditado al ofrecimiento de garantía ante la 

propia autoridad en términos de las disposiciones fiscales. 

 

Por lo expuesto, se tiene que, para efectos de efectuar el cómputo de 

la prescripción, se deberá considerar, entre otras cosas, que los medios de 

defensa no interrumpen la prescripción, sino que lo que hacen es 

suspender el plazo para su actualización, siempre que en tal medio de 

defensa se haya garantizado el interés fiscal del crédito. 
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Con base a lo anterior, en el siguiente considerando se procederá a 

analizar si en el caso en concreto se actualiza o no la prescripción del 

crédito fiscal respectivo. 

 

QUINTO.- Atendiendo a la causa de pedir de la accionante en cuanto 

a la declaratoria de prescripción del crédito fiscal que nos ocupa 

(resolución con número de control 1836861106909L, de 11 de octubre de 

2012, emitida por la entonces Administración Local de Servicios al 

Contribuyente de Guadalupe, en cantidad de $63,467.44), se procede a 

analizar en este considerando tal situación, respecto a lo cual cabe 

descartar que la autoridad aportó y ofreció diversos medios de prueba que 

se consideraran para efecto del cómputo. 

 

Para ello se procede a hacer un breve análisis en cuanto a la 

mecánica para computar el plazo para que opere la prescripción a que se 

refiere el artículo 146 del Código Fiscal de la Federación vigente a partir de 

que el crédito fiscal fue exigible (en dicho precepto se sustituye el párrafo 

segundo y se agrega el quinto con motivo de la reforma de tal precepto 

vigentes a partir del 1° de enero de 2014, mismo que dispone lo siguiente: 

 
 
“Artículo 146.- El crédito fiscal se extingue por prescripción en el 
término de cinco años. 
 
El término de la prescripción se inicia a partir de la fecha en que el 
pago pudo ser legalmente exigido y se podrá oponer como 
excepción en los recursos administrativos o a través del juicio 
contencioso administrativo. El término para que se consuma la 
prescripción se interrumpe con cada gestión de cobro que el 
acreedor notifique o haga saber al deudor o por el reconocimiento 
expreso o tácito de éste respecto de la existencia del crédito. Se 
considera gestión de cobro cualquier actuación de la autoridad 
dentro del procedimiento administrativo de ejecución, siempre que 
se haga del conocimiento del deudor. 
 
Cuando se suspenda el procedimiento administrativo de ejecución 
en los términos del artículo 144 de este Código, también se 
suspenderá el plazo de la prescripción. 
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Asimismo, se interrumpirá el plazo a que se refiere este 
artículo cuando el contribuyente hubiera desocupado su 
domicilio fiscal sin haber presentado el aviso de cambio 
correspondiente o cuando hubiere señalado de manera 
incorrecta su domicilio fiscal. 
 
El plazo para que se configure la prescripción, en ningún caso, 
incluyendo cuando este se haya interrumpido, podrá exceder de 
diez años contados a partir de que el crédito fiscal pudo ser 
legalmente exigido. En dicho plazo no se computarán los 
periodos en los que se encontraba suspendido por las causas 
previstas en este artículo 
 
La declaratoria de prescripción de los créditos fiscales podrá 
realizarse de oficio por la autoridad recaudadora o a petición del 
contribuyente.” 
 

 
De dicho precepto en principio se observa que el término para que 

se extinga el crédito por prescripción será de 05 años (inicia a partir de la 

fecha en que el pago pudo ser legalmente exigido), pero que dicho plazo 

se puede ver interrumpido o suspendido, por lo que si en dicho plazo la 

autoridad no actuó se actualizara tal figura; de igual manera, se establece 

que el citado plazo para que opere la prescripción, en ningún caso, 

incluyendo cuando este se haya interrumpido, podrá exceder de diez años, 

pero no se computaran los periodos en los que se encontraba suspendido 

el plazo de prescripción. 

 

Lo anterior implica que, si un crédito fiscal que, por ejemplo, fue 

exigible desde el 1° de abril del año 2006 y ha sido motivo de interrupción 

en diversas ocasiones (cada interrupción efectuada dentro de los 05 años) 

sin que haya suspensión, al 02 de abril de 2016 deberá considerarse 

prescrito en virtud de haber rebasado el tope de diez años para que opere 

la prescripción, independientemente del número de gestiones de cobro que 

haya habido; luego, en ese mismo supuesto, si se acredita que el plazo 

para la prescripción estuvo suspendido por 02 años (por ejemplo todo 2009 

y 2010), el plazo establecido como tope de diez años para que opere la 

prescripción se configurara hasta el 02 de abril de 2018, ya que esos dos 
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años que estuvo suspendido no se consideran como tope para la 

actualización de la prescripción. 

 

Expuesto lo anterior, se tiene que la interrupción de la prescripción se 

da por cada gestión de cobro que el acreedor notifique o haga saber al 

deudor (cualquier actuación de la autoridad dentro del procedimiento 

administrativo de ejecución, siempre que se haga del conocimiento del 

deudor), por el reconocimiento expreso o tácito del deudor respecto de la 

existencia del crédito, lo que implica que los asuntos no diligenciados, al no 

hacerse de conocimiento del interesado, evidentemente no interrumpen la 

prescripción y cuando el contribuyente hubiera desocupado su domicilio 

fiscal sin haber presentado el aviso de cambio correspondiente o cuando 

hubiere señalado de manera incorrecta su domicilio fiscal; por su parte, se 

suspende el plazo de la prescripción cuando se suspenda el procedimiento 

administrativo de ejecución en los términos del artículo 144 del Código 

Fiscal de la Federación (en esencia cuando esté garantizado el interés 

fiscal del crédito y/o cuando por los motivos que ahí se exponen no se 

requiera el ofrecimiento de la misma). 

 

Una vez que se ha expuesto la mecánica para el computo para que 

opere la prescripción, en seguida se procede a estudiar el crédito y las 

diversas actuaciones que se han desarrollado desde la notificación del acto 

hasta la fecha en que se solicita la prescripción del crédito fiscal, 

indicándose lo que provocó tal situación, si una interrupción o suspensión 

de la prescripción, para enseguida efectuar un análisis en el que se 

determine si operó o no la prescripción; en el entendido de que todas las 

actuaciones que se indicaran se tienen por ciertas (no se estudia la 

legalidad de actuaciones por no variar con el fallo), y se observan del 

expediente en que se actúa. 
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1.- La resolución con número de control 1836861106909L, de 11 

de octubre de 2012, emitida por la entonces Administración Local de 

Servicios al Contribuyente de Guadalupe, mediante la cual se le determinó 

un crédito en cantidad total de $63,467.44, fue notificada personalmente 

el 19 de octubre de 2012. 

 

Derivado de lo anterior, se tiene que el 25 de octubre de 2012 

vencieron los 3 días hábiles a que se refiere el cuarto párrafo de la fracción 

II del artículo 41 del Código Fiscal de la Federación (la autoridad citó tal 

precepto para la exigencia del crédito en la propia resolución), por lo que a 

partir del 26 de octubre de 2012 el crédito es exigible. 

 

2.- Mandamiento de ejecución, acta de requerimiento de pago y 

acta de embargo identificada con folio 330793R800126A, diligenciada el 03 

de septiembre de 2013. 

 

La notificación de tal gestión de cobro, interrumpió el plazo para la 

prescripción del crédito (hasta ese momento habían transcurrido más de 

diez meses para la prescripción), por lo que a partir del día 04 de 

septiembre de 2013 comenzó a contar de nueva cuenta el plazo de cinco 

años para que operara la prescripción. 

 

3.- En fecha 04 de septiembre de 2013 la actora interpuso recurso 

de revocación en contra del procedimiento administrativo de ejecución 

descrito en el punto anterior. 

 

Tal hecho no interrumpió ni suspendió el plazo para que operara 

la prescripción, pues no se advierte que se hubiere ofrecido garantía del 

interés fiscal (como se determinó en el considerando anterior, los medios 

de defensa no interrumpen el plazo, pues no es un reconocimiento del 

adeudo, sino una impugnación del mismo). 
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4.- Mandamiento de ejecución, acta de requerimiento de pago y 

acta de embargo identificada con folio 33079082015795585, diligenciada el 

21 de agosto de 2015. 

 

La notificación de tal gestión de cobro, interrumpió el plazo para la 

prescripción del crédito (hasta ese momento habían transcurrido a partir del 

21 de agosto de 2015, 1 año y 11 meses y 17 días para que operara la 

prescripción), por lo que a partir del día 22 de agosto de 2015 comenzó a 

contar de nueva cuenta el plazo de cinco años para que operara la 

prescripción. 

 

6.- Oficio 400-59-00-03-02-2015-11594, por el que se da a 

conocer el avalúo de bienes embargados, notificado el 29 de septiembre de 

2015. 

 

La notificación de tal existencia del adeudo, interrumpió el plazo 

para la prescripción del crédito (hasta ese momento habían transcurrido a 

partir del 22 de agosto de agosto de 2015, 1 mese y 07 días para que 

operara la prescripción), por lo que a partir del día 30 de septiembre de 

2015 comenzó a contar de nueva cuenta el plazo de cinco años para que 

operara la prescripción. 

 

7.- Acuerdo de ampliación de embargo y acta de ampliación de 

embargo número 3379161018DSGG09, diligenciada el 31 de octubre de 

2018. 

 

La notificación de tal acuerdo, interrumpió el plazo para la 

prescripción del crédito (hasta ese momento habían transcurrido a partir del 

30 de septiembre de 2015, 3 años, 1 mes y 1 día para que operara la 

prescripción), por lo que a partir del día 1° de noviembre de 2018 comenzó 
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a contar de nueva cuenta el plazo de cinco años para que operara la 

prescripción. 

 

8.- Mandamiento de ejecución, acta de requerimiento de pago y 

acta de embargo identificada con folio 33791120224096GATM, notificada 

legalmente el 06 de enero de 2023 mediante estrados (hubo acta 

circunstanciada de hechos relativa a dicho mandamiento de 30 de 

noviembre de 2022, de la que se hizo constar que la actora desocupo el 

domicilio, al encontrar vació el lugar). 

 

El levantamiento del acta circunstanciada de hechos y la 

notificación de tal gestión de cobro, interrumpió el plazo para la 

prescripción del crédito (hasta ese momento habían transcurrido a partir del 

1° de noviembre de 2018, 04 año y 29 días para que operara la 

prescripción), por lo que a partir del día 07 de enero de 2023 comenzó a 

contar de nueva cuenta el plazo de cinco años para que operara la 

prescripción. 

 

Con base en todo lo hasta aquí relatado, se tiene que en el caso 

concreto el crédito fiscal respectivo HA PRESCRITO a favor de la actora, 

pues como se ha indicado el crédito fiscal fue exigible a partir del 26 de 

octubre de 2012, pues si bien, el plazo para que opere la misma se ha 

visto interrumpida y en ningún caso ha transcurrido más de 05 años entre 

cada interrupción, lo cierto es que excedió del plazo de diez años 

contados a partir de que el crédito fue exigible (independientemente de 

las interrupciones), pues no se advierte constancia alguna que hubiere 

suspendido tal plazo, el cual no se acumula a esos diez años, ya que la 

impetrante en ningún momento ofreció garantía del interés fiscal a efecto 

de que se suspendiera el procedimiento administrativo de ejecución (es 

distinto que se hayan señalado bienes para embargo en las gestiones de 

cobro, pues tal hecho derivó de la facultad ejercida por la autoridad 
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recaudadora, y no por la iniciativa de la impetrante para efecto de 

suspender el procedimiento administrativo de ejecución en términos del 

artículo 144 del Código Fiscal de la Federación). 

 

En efecto, pues al 26 de octubre de 2022 excedieron los diez 

años a que alude el quinto párrafo del artículo 146 del Código Fiscal de la 

Federación transcrito, que no deban transcurrir para impedir que opere la 

prescripción, y si en el caso específico transcurrió en exceso el citado 

plazo, debe concluirse que el crédito fiscal está prescrito desde tal día 

26 de octubre de 2022. 

 

Por lo tanto, esta juzgadora determina que en el caso en 

concreto el crédito se extinguió por prescripción y la autoridad ya no 

está en aptitud de hacerlo exigible, por lo que todo lo actuado con 

fecha 26 de octubre de 2022 y posterior, relativo a ejecutar el crédito 

fiscal (incluyendo en su caso embargos efectuados a bienes de la 

impetrante), deberán dejarse sin efectos al provenir de actos viciados 

de origen. 

 

Por lo expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 

8, fracción IV, 9, fracción II, 49, 50, 51, fracción IV y 52, fracción II, de la 

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se resuelve: 

 

PRIMERO.- Ha resultado infundada la causal de improcedencia y 

sobreseimiento planteada por la autoridad demandada, en consecuencia; 

 

SEGUNDO.- NO se sobresee el presente juicio, por las razones y 

motivos expuestos en el Considerando Tercero de este fallo. 

 

TERCERO.-  La parte actora  probó su acción, en consecuencia; 
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CUARTO.- Se declara que el crédito fiscal derivado de la 

resolución determinante ha prescrito a favor de la actora, por los 

razonamientos y consideraciones expuestas en los considerandos cuarto y 

quinto de este fallo. 

 

NOTIFÍQUESE.-  

 

Así lo resolvieron y firman por unanimidad los C.C. Magistrados 

que integran la Primera Sala Regional del Noreste del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, JAVIER ARMANDO ABREU CRUZ, Magistrado 

Presidente de la Sala y Titular de la Segunda Ponencia de la misma, 

ERNESTO MANUEL DEL BOSQUE BERLANGA, Titular de la Primera 

Ponencia y M.D.F. MAYELA GUADALUPE VILLARREAL DE LA GARZA, 

Primer Secretario de Acuerdos de la Tercera ponencia de esta Sala, quien 

actúa como Magistrada Instructora por ministerio de ley e instructora del 

juicio, en suplencia de Magistrado Titular de la Ponencia, en términos del 

artículo 48 de la Ley orgánica de este tribunal y Acuerdo G/JGA/2/2023, 

emitido por la Junta de Gobierno y Administración del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa en sesión ordinaria presencial de 05 de enero de 

2023, ante el C. Secretario de Acuerdos Pedro Zavala Pérez, quien da fe. 

PZP 

 

 
 

___________________________________ 
Firma el DR. JAVIER ARMANDO ABREU CRUZ 

Magistrado Presidente de la Sala y titular de la  
Segunda Ponencia de dicha Sala. 

 
_________________________________________ 

Firma MAG. ERNESTO MANUEL DEL BOSQUE BERLANGA 
Magistrado de la Primera Ponencia. 
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___________________________________________ 

Firma M.D.F. MAYELA GUADALUPE VILLARREAL DE LA GARZA 
Magistrada Instructora por Ministerio de Ley 

 

 
___________________________ 

Lic. PEDRO ZAVALA PÉREZ 
Secretario de Acuerdos que da fe. 

  

  

 
“El 25 de noviembre del año dos mil veinticuatro, el Licenciado PEDRO 

ZAVALA PÉREZ, Secretario de acuerdos con adscripción en Primera Sala 

Regional del Noreste del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, HAGO 

CONSTAR Y CERTIFICO que en términos de lo previsto en los artículos 108, 

113, fracciones I y II, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, esta versión pública suprime toda aquella información 

considerada legalmente como confidencial, por tratarse del nombre de la actora. 

Conste.” 

 


